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Radicado: 11001-03-15-000-2022-01207-00

Accionante: Agencia Nacional de Minería

 CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., veintidós (22) de marzo de dos mil veintidós (2022)
Referencia: 
Acción de tutela
Radicación:
11001-03-15-000-2022-01207-00
Accionante:
Agencia Nacional de Minería
Accionados:
Tribunal Administrativo de Norte de Santander
AUTO QUE ORDENA
El Despacho decide sobre la solicitud de medida provisional interpuesta por la Agencia Nacional de Minería.

I. ANTECEDENTES
1.1. La Agencia Nacional de Minería, por conducto de apoderado judicial, presentó solicitud de amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, que consideró fueron vulnerados por el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, con las actuaciones surtidas al interior del proceso contractual con radicado núm. 54001-23-33-000-2019-00229-00, que inició en su contra Jorge Alirio Pineda Rodríguez y otros en virtud del contrato de concesión de explotación y exploración de yacimiento de carbón mineral núm. GB4-11421X.
Como fundamento de su inconformidad, la Agencia Nacional de Minería argumentó, en términos generales, que pese a haberle solicitado al Tribunal Administrativo de Norte de Santander que declarara su falta de competencia para conocer del proceso ordinario contractual con radicado núm. 2019-00229-00, este hizo caso omiso en los autos del 4 de agosto de 2021 y 15 de febrero de 2022. En concreto, explicó que no era posible aplicar las normas generales de competencia contenidas en la Ley 1437 de 2011 (CPACA), sino las especiales previstas en la Ley 685 de 2001 (Código de Minas), en específico, el artículo 293
.
Ahora bien, la Agencia Nacional de Minería solicitó, como medida provisional, la “[…] suspensión de la audiencia de pacto de cumplimiento hasta tanto no se resuelva la presente acción de tutela […]”, toda vez que el trámite del proceso por parte de una autoridad judicial sin competencia, vulnera derechos fundamentales y afecta el principio de economía procesal. 
1.2. El suscrito magistrado ponente, en auto del 22 de febrero de 2022
, admitió la acción, vinculó a las partes demandantes, demandados y terceros dentro del proceso contractual con radicado núm. 54001-23-33-000-2019-00229-00, requirió al Tribunal Administrativo de Norte de Santander los nombres y datos de contacto de los vinculados, y ordenó notificar a los sujetos procesales. 

Además, negó la solicitud de medida cautelar de la Agencia Nacional de Minería, puesto que no explicó las razones de urgencia o de necesidad que justificaran suspender el proceso contractual con radicado núm. 2019-00229-00, de manera tal que, de no hacerlo, se configurara un perjuicio irremediable o una afectación mayor a garantías constitucionales.
De otra parte, porque no decretar en ese momento procesal la medida cautelar sobre el mencionado trámite contractual, no impedía que la Sala decidiera sobre la posible vulneración de derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia en la sentencia que correspondiera emitir. 
1.3. La Secretaría General del Consejo de Estado notificó el auto del 22 de febrero de 2022 a la Agencia Nacional de Minería y al Tribunal Administrativo de Norte de Santander
. 

1.4. Posteriormente, la Agencia Nacional de Minería presentó memorial
 en el que, nuevamente, solicitó la suspensión provisional del proceso contractual con radicado núm. 2019-00229-00, con fundamento en que, de acuerdo al artículo 293 del Código de Minas, el Tribunal Administrativo de Norte de Santander no tenía competencia para conocer el referido proceso ordinario. 

Argumentó que luego de presentada la tutela, le notificaron el auto del 8 de marzo de 2022 dentro del proceso contractual núm. 2019-00229-00, en el que se corrió traslado para alegar de conclusión, lo que evidenciaba que el tribunal continuaba adelantando etapas y emitiría sentencia, sin competencia, lo que ocasionará un desgaste para la administración de justicia y un perjuicio irremediable arbitrario que no debe resistir.
II. Consideraciones

2.1. Medida cautelar 
Para resolver sobre esta solicitud, es preciso tener presente que el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, en el artículo 7, prevé que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente, puede suspender la aplicación del acto concreto que amenace o vulnere el derecho. También establece que, de oficio o a petición de parte, puede disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público o dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños. 
La Corte Constitucional ha considerado que las medidas provisionales tienen como finalidad: i) la protección de los demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que considere procedente”, pero su discrecionalidad es restringida en razón a que la decisión que decrete las medidas provisionales debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”
.
Pues bien, este Despacho observa que, el hecho de que el Tribunal Administrativo de Norte de Santander continúe con el trámite del proceso contractual con radicado núm. 2019-00229-00, no impide que, de cualquier forma, la Sala decida sobre la posible vulneración de derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia en la sentencia que corresponda emitir, y que tome las medidas necesarias para protegerlos. 
En tal sentido, ante la ausencia de elementos nuevos relacionados con la posible configuración de un perjuicio irremediable y de necesidad y urgencia requeridos para acceder a la solicitud provisional, este magistrado ponente ordenará estarse a lo resuelto en el auto del 22 de febrero de 2022, que la negó. 
2.2. Trámite constitucional
En el auto admisorio del 22 de febrero de 2022, este magistrado ponente vinculó al trámite de tutela a las partes demandantes, demandados y terceros del proceso contractual con radicado núm. 54001-23-33-000-2019-00229-00. Para ello, ordenó al Tribunal Administrativo de Norte de Santander que aportara los nombres y datos de contacto de las anteriores personas. Revisadas las actuaciones registradas en EL aplicativo denominado SAMAÍ, se encuentra que a los sujetos vinculados no les han notificado el mencionado auto. En consecuencia, se ordenará a la Secretaría General que continúe con las respectivas diligencias de notificación.
El Despacho, en virtud de sus funciones legales y constitucionales,
RESUELVE

PRIMERO: ESTARSE a lo decidido en el auto del 22 de febrero de 2022, en cuanto negó la solicitud de medida cautelar presentada por la Agencia Nacional de Minería, por las razones expuestas en la presente providencia. 
SEGUNDO: ORDENAR a la Secretaría General que continúe con las diligencias de notificación del auto admisorio del 22 de febrero de 2022, a todos los vinculados al trámite constitucional.  
TERCERO: CONTINUAR CON LA SUSPENSIÓN de los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.
Notifíquese y Cúmplase,
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� “Artículo 293: Competencia de los Tribunales Administrativos. De las acciones referentes a los contratos de concesión que tengan por objeto la exploración y explotación de minas, conocerán, en primera instancia, los tribunales administrativos con jurisdicción en el lugar de su celebración”.


� Documento contenido en el expediente digital de tutela, con certificado núm. D66980271F4CE935 D036F8DAB8696B4B E33843B147CEBC8C 23BB33664D33B3D2. 


� Ver documento contenido en el expediente digital de tutela, con certificado núm. 40E295C7D661EDDF EB2295909CCBC7AB CA0E649491987816 58E1E2E8CF5B9E32. 


� Documento contenido en el expediente digital de tutela, con certificado núm. A0E4784E4FCE6505 45D6F8FEB5B547DC E037EE4B79E8CD72 7B6910E18AD4E304. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103-18 de 23 de marzo de 2018. 
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